
VII. DERECHO PROCESAL 

COMENTARIOS A LA LEY ORGANICA DEL CONSEJO 
GENERAL DEL PODER JUDICIAL ESPAÑOL 

l. Introducción 

Con fecha 12 de enero de 1980 se publicó en el Boletín Oficial del Es­
tado, la Ley Orgánica número 1/80, del Consejo General de Poder Judi­
cial (normas reguladoras), que fue promulgada el 10 del propio enero, 
con apoyo en el artículo 122, incisos 2 y 3 de la Constitución española 
que entró en vigor el 29 de diciembre de 1978. 

De acuerdo con las referidas disposiciones constitucionales, el citado 
Consejo General del Poder Judicial es el órgano de gobierno del mismo, 
y corresponde a la ley orgánica respectiva establecer su estatuto y el ré­
gimen de incompatibilidades de sus miembros y funciones, en particular 
en materia de nombramientos, ascensos, inspección y régimen discipli­
nario. Dicho Consejo estará integrado, de acuerdo con el citado precep­
to fundamental, por el presidente del Tribunal Supremo que lo presidirá 
y por veinte miembros nombrados por el rey por un periodo de cinco 
años. De éstos, doce entre jueces y magistrados de todas las categorías 
judiciales, en los términos de la propia ley orgánica; cuatro a propuesta 
del Congreso de los Diputados y cuatro a propuesta del Senado, elegi­
dos en ambos casos por mayoría de tres quintos de sus miembros, entre 
abogados y otros juristas, todos ellos de reconocida competencia y con 
más de quince años de ejercicio en su profesión. 

Conviene señalar que la ley orgánica que se comenta está estrecha­
mente relacionada con la diversa Ley Orgánica del Poder Judicial, cuyo 
procedimiento legislativo está por concluir ante las Cortes españolas; 
este último ordenamiento, que según el inciso 1, del invocado artículo 
122 constitucional, determinará la constitución, funcionamiento y go­
bierno de los juzgados y tribunales; el estatuto jurídico de los jueces y 
magistrados de carrera, que formarán un cuerpo único; así como del 
personal al servicio de la administración de justicia. 
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262 HECTOR FIX-ZAMUDIO 

II. Obseroaciones comparativas 

El citado Consejo General del Poder Judicial español ha sido estable­
cido de acuerdo con una tendencia cada vez más vigorosa que se obser­
va en numerosos ordenamientos contemporáneos, que han configurado 
mecanismos para garantizar lo que se ha denominado "autogobiemo de 
la magistratura" y que tienen como finalidad esencial lograr o perfec­
cionar la independencia, imparcialidad, funcionamiento eficaz y auto­
ridad del organismo judicial, y cuyo antecedente lo podemos descubrir 
precisamente en el ordenamiento español, claro que en forma mucho 
más modesta que la institución actual, a través del Consejo Judicial es­
tablecido por Real Decreto de 21 de junio de 1926, estimado como un 
organismo superior judicial en el orden gubernativo y disciplinario, de­
pendiente del entonces Ministerio de Gracia y Justicia. 

En la reseña legislativa que publicamos con el nombre de "Reflexio­
nes sobre el Reglamento del Consejo de la Judicatura de la República 
de Venezuela", en esta misma Gaceta Informativa de Legislación y Ju­
risprudencia, Número 11, julio-septiembre de 1974, páginas 485-495, 
intentamos trazar un panorama de la evolución de las instituciones de 
autogobiemo de la magistratura existentes hasta entonces, con especial 
referencia a los ordenamientos latinoamericanos, y entonces señalamos 
que la institución comentada se ha desarrollado con gran fuerza en esta 
segunda posguerra, ya que fue introducida con el nombre de Consejo 
Superior de la Magistratura en los artículos 83 y 84 de la Constitución 
francesa de 1946 (actualmente artículo 65 de la Carta Fundamental de 
4 de octubre de 1958); artículos 104 y 105 de la Carta Suprema italia­
na de 27 de diciembre de 1947; y 143 y 144 de la Constitución de Tur­
quía de julio de 1961. 

Además de.los citados Consejos europeos, que describimos suscinta­
mente en esa oportunidad, también mencionamos los organismos simi­
lares introducidos en el ámbito latinoamericano, como ocurrió con el 
Consejo Superior de la Judicatura colombiano, introducido por el de­
creto 2798 de 21 de octubre de 1955, el cual fue transformado en 
Tribunal Disciplinario por Ley de 20 de octubre de 1972; el desarrollo 
considerable y en ocasiones desorbitado que adquirió el Consejo Nacio­
nal de Justicia establecido en Perú por el Decreto Ley número 18,060 
de 23 de diciembre de 1969, con reformas posteriores, y reglamentada 
el 23 de noviembre de 1971, y finalmente, el Consejo de la Judicatura, 
introducido por el artículo 217 de la Constitución venezolana de 23 
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de enero de 1961, y regulado a través de las refonnas introducidas a la 
Ley Orgánica del Poder Judicial de 30 de junio de 1956, por leyes de 26 
de agosto y 16 de septiembre de 1969, así como por el Reglamento ex­
pedido por el propio Consejo el 5 de octubre de 1973, publicado en la 
Gaceta Oficial de la República el 3 de diciembre siguiente; este último 
analizado específicamente en el trabajo que mencionamos. 

III. La institución en los ordenamientos recientes 

Con posterioridad a la mencionada reseña, se han introducjdo o mo­
dificado en varios ordenamientos especialmente en varios países latinoa­
mericanos, así como en España y Portugal, organismos similares a los ci­
tados Consejos Judiciales o de la Magistratura, y a los cuales nos referire­
mos muy brevemente con el único propósito de tener una visión de con­
junto respecto de la tendencia, que como hemos expresado, es cada vez 
más intensa, sobre la creación o perfeccionamiento de los instrumentos 
del autogobierno de la magistratura. 

l. En primer ténnino se introdujo el Consejo Superior de la Magistra­
tura en el artículo 223 de la Constitución de la República Portuguesa 
que entró en vigor el 25 de abril de 1976, reglamentado por la Ley nú­
mero 85 de 13 de diciembre de 1977, denominada Estatuto de los Ma­
gistrados Judiciales, capítulo X, artículos 139 a 170. 

2. El artículo 120 de la Constitución Federal brasileña de 1967, re­
fonnado por la enmienda constitucional número 7 de 13 de abril de 
1977, estableció el Consejo Nacional de la Magistratura, que fue regla­
mentado por el capítulo IV, artículos 50-60 de la Ley número 035, Or­
gánica de la Magistratura Nacional, de 14 de marzo de 1979. 

3. Ya hemos mencionado al artículo 122 de la Constitución española 
que entró en vigor el 29 de diciembre de 1978, que consagra al Consejo 
General del Poder Judicial, y cuya ley orgánica de 10 de enero de 1980, 
constituye la materia esencial de este comentario. 

4. El artículo 148 de la Constitución Nacional de Colombia, refonna­
do por el Acto Legislativo número 1 de 4 de diciembre de 1979, intro­
dujo al Consejo Supen'or de la Judicatura, que se encuentra todavía 
pendiente de reglamentación, y que sustituye al Tribunal Disciplinario, 
antes citado, regulado por la ley de 20 de octubre de 1972. 

5. Finalmente, el capítulo X, artículos 245 a 249, de la Constitución 
Política del Perú, que entró en vigor el 28 de julio de 1980, consagra el 
Consejo Nacional de la Magistratura, en sustitución del anterior Consejo 
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de la Judicatura, que como ya lo hemos dicho anteriormente, fue crea­
do por Decreto Ley del Gobierno Militar, de 23 de diciembre de 1969. 

N. Breve análisis de la Ley Orgánica del Consejo General 
del Poder Judicial español 

l. Composición 

De acuerdo con el artículo 7 o. de dicho ordenamiento, que no hace 
sino reiterar lo dispuesto por el artículo 122 constitucional, el Consejo 
se integra por el presidente del Tribunal Supremo, que lo presidirá y 
por 20 vocales nombrados por el rey por un periodo de cinco años. De 
éstos, 12 entre jueces y magistrados de todas categorías judiciales; cua­
tro a propuesta del Congreso de los Dipiltados y cuatro a propuesta del 
Senado, elegidos en ambos casos por mayoría de tres quintos de sus 
miembros, entre abogados y otros juristas, todos ellos de reconocida 
competencia y con más de quince años de ejercicio en su profesión. 

El presidente del Consejo, que lo es al mismo tiempo del Tribunal 
Supremo, es designado por el rey por el mencionado lapso de cinco 
años, con posibilidad de una sola reelección a propuesta del propio Con­
sejo General del Poder Judicial, entre magistrados del Tribunal Supre­
mo, miembros de la carrera judicial o juristas de reconocida competen­
cia, con más de quince años de antigüedad en su carrera o en el ejerci­
cio de su profesión (artículo 123 constitucional, inciso 2; y 27 de la ley 
orgánica). 

Los vocales de procedencia judicial son electos entre jueces y magis­
trados pertenecientes a todas las categorías, mediante voto personal, 
igual, directo y secreto, admitiéndose el voto por correo; votación que 
es vigilada por una Junta Electoral permanente, con sede en el Tribunal 
Supremo; en la inteligencia de estos vocales judiciales se distribuyen en­
tre tres magistrados del Tribunal Supremo, seis magistrados y tres jueces 
(artículo 80., 13 y 17 de la ley orgánica). 

2. Funciones generales 

Las atribuciones y facultades atribuidas al citado Consejo General del 
Poder Judicial son sumamente amplias, y se dividen por el ordenamien­
to reseñado, en dos categorías: 

a) Decisorias, que comprenden: propuesta de nombramiento del pre-
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sidente del Tribunal Supremo y del propio Consejo; propuesta para 
nombramiento de dos de los miembros del Tribunal Constitucional, 
(esto último de acuerdo con el artículo 159 constitucional, inciso 1; 
y 16, inciso uno, de la Ley Orgánica del propio Tribunal, de 3 de octu­
bre de 1979); selección, provisión de destinos, ascensos, situaciones ad­
ministrativas y régimen disciplinario de jueces y magistrados; nombra­
miento con firma del rey, de los jueces, y con refrendo, además, del 
Ministro de Justicia, en cuanto a presidentes y magistrados; selección, 
provisión de destinos, ascensos, situaciones administrativas y régimen 
disciplinario de los secretarios de juzgados y tribunales; sistema de selec­
ción, formación y perfeccionamiento, incluída la aprobación de progra­
ma y nombramiento de tribunales, del personal auxiliar y colaborador 
de la administración de justicia; nombramiento de secretario general y 
miembros de gabinetes o servicios dependientes del mismo; nombra­
miento del director de la Escuela Judicial, elaboración y_ aprobación del 
anteproyecto de presupuesto del referido Consejo General; y finalmen­
te, aquellas otras que le atribuyan las leyes (artículo 2o. de la ley orgá­
nica). 

b) De iniciativa o propuesta y de informe: determinación y modifica­
ción de cualesquiera demarcaciones judiciales, sin perjuicio de las com­
petencias de las Comunidades Autónomas, reconocidas en el artículo 
152 de la Constitución, y en su caso, en los respectivos Estatutos; fija­
ción y modificación de la plantilla orgánica de jueces, magistrados y se­
cretarios; régimen retributivo de jueces, magistrados y secretarios; así 
como del personal al servicio de la administración de justicia; proyectos 
de ley en materias procesales o que afecten a la constitución, organiza­
ción, funcionamiento y gobierno de los juzgados y tribunales o al esta­
tu to jurídico de jueces y magistrados; proyectos de ley o disposiciones 
de carácter general en materia penitenciaria; disposiciones de cualquier 
rango que afecten al personal judicial o a la organización y manteni­
miento de los servicios de justicia; ser oído previamente al nombramien­
to del Fiscal General del Estado; y aquellas otras facultades que le atri­
buyan las leyes (artículo 3o. de la ley orgánica). 

Además de las anteriores, el citado Consejo General del Poder Judi­
cial, debe remitir a las Cortes Generales y al Gobierno, una memoria 
anual sobre el estado y las actividades de la administración de justicia, 
y podrá dictar reglamentos s_obre su organización y funcionamiento, así 
como sobre el régimen del personal y servicios y demás materias de su 
competencia (artículos 4o. y 50.). 
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3. Organos del Consejo General del Poder Judicial 

Según el artículo 26 de la ley orgánica que se comenta, el Consejo se 
integra con los siguientes órganos: El Presidente, el Pleno, la Comisión 
Permanente, la Sección Disciplinaria y la Sección de Calificación. 

a) El Presidente, que como ya hemos señalado, lo es al mismo tiem­
po del Tribunal Supremo, ostenta la representación del Consejo, con­
voca y preside las sesiones del Pleno y de la Comisión Permanente, con 
voto de calidad, y en general ejerce la superior dirección de la actividad 
de los órganos técnicos del Consejo (artículo 29). 

b) El Pleno, es el órgano de mayor jerarquía y se constituye válida­
mente cuando se hallaren presentes un mínimo de catorce de sus miem­
bros, con asistencia del Presidente o de quien legalmente le sustituya; co­
rrespondiéndole las facultades decisorias generales del Consejo y las más 
importantes que hemos señalado anteriormente sobre propuestas e in­
formes (artículos 31-32). 

c) La ComisiónPennanente, se integra por el presidente del Consejo y 
cuatro vocales, elegidos por mayoría simple por acuerdo del Pleno, y 
entre sus atribuciones merecen destacarse las relativas a preparar las se­
siones del Pleno y velar por la exacta ejecución de sus acuerdos; ejercer 
las competencias delegadas por el propio Pleno; realizar atribuciones de 
carácter administrativo, como las relativas a los nombramientos de jue­
ces, magistrados y secretarios que no correspondan al Pleno; acordar ju­
bilación forzosa por edad; decidi,r sobre la situación administrativa y so­
bre la concesión de licencias, de jueces, magistrados y secretarios, en los 
casos previstos por la ley ( artículos 34-35 ). 

d) La Sección Disciplinaria, se compone de cinco vocales designados 
por el Pleno entre los pertenecientes a las distintas categorías judiciales, 
de manera que uno sea magistrado del Tribunal Supremo, otro entre los 
magistrados y el tercero entre los jueces, y los otros dos, uno entre los 
miembros nombrados a propuesta del Congreso de los Diputados y otro 
entre los designados a propuesta del Senado. Dicha sección debe actuar 
con la asistencia de todos sus componentes y bajo la presidencia del 
miembro de la carrera judicial de mayor categoría (artículo 36). 

Compete a la citada Sección Disciplinaria, conocer de todos los pro­
cedimientos disciplinarios contra jueces, magistrados y secretarios, no 
reservados al Pleno o a los órganos de gobierno de los tribunales y juzga­
dos y acordar, en su caso, la cancelación de anotaciones de las sanciones 
disciplinarias impuestas; así como resolver los recursos contra las sancio-
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nes disciplinarias acordadas por los citados órganos de gobierno de los 
tribunales, en el ámbito de su respectiva competencia (artículo 37). 

e) Sección de Calificación, que se integra por cinco miembros, elegi­
dos anualmente por el Pleno: y además presidida y válidamente consti­
tuida en los mismos términos previstos para la Sección Disciplinaria. A 
la de Calificación le corresponde informar, en todo caso, sobre los nom­
bramientos de competencia del Pleno del Consejo General ( artículos 38 
y 39). 

f) También deben mencionarse los órganos técnicos al servicio del 
propio Consejo General, y que están formados, según el artículo 48 de 
la ley orgánica, por la Secretaría General, los Servicios de Personal, Ges­
tión e Inspección y el Gabinete Técnico. 

El primero es nombrado y removido litremente por el Pleno, asiste a 
las sesiones de sus órganos con voz y sin voto, y ejerce las funciones de 
gestión, tramitación y documentación de los actos del Consejo y de di­
rección y coordinación de los restantes órganos técnicos (artículo 50). 

Por lo que se refiere a los Servicios de Personal y Gestión, le corres­
ponde la confección material y custodia de los expedientes personales 
y el tratamiento y custodia de los datos relativos al movimiento, de jue­
ces, magistrados y secretarios; la preparación y elaboración de los esca­
lafones de la carrera judicial de los cuerpos de secretarios judiciales; así 
como la actividad administrativa necesaria para la adoptación de cuales­
quiera decisiones de los órganos del Consejo General, en coordinación, 
en su caso, con la administración del Estado o de las Comunidades Au­
tónomas (arfículo 51). 

El Servicio de Inspección tiene como atribuciones las de comproba­
ción y control del funcionamiento de los servicios de la administración 
de justicia, mediante la realización de visitas ordinarias o extraordina­
rias que sean acordadas por el Consejo General, bajo la dependencia del 
mismo y especialmente de su presidente y sin perjuicio de la competen­
cia de los órganos de gobierno de los tribunales (artículo 52). 

Finalmente, compete al Gabinete Ténico la preparación de informes, 
memorias, anteproyectos, estudios y cualesquiera otras actividades aná­
logas que le encomienden los órganos del Consejo General, así como ser 
el cauce para las relaciones del propio Consejo con los medios de comu­
nicación social (artículo 53). 

4. Disposiciones adicionales y transitori¡µ 

En virtud de que no se ha expedido todavía la Ley Orgánica del Po-

http://www.juridicas.unam.mx/       https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

https://revistas-colaboracion.juridicas.unam.mx/

DR © 1981. Universidad Nacional Autónoma de México 
Instituto de Investigaciones Jurídicas



268 HECTOR FIX-ZAMUOIO 

der Judicial que debe reglamentar los principios sobre administración de 
justicia establecidos por la Carta Fundamental de 1978, el ordenamien­
to que comentamos contiene numerosas disposiciones que regulan las 
modificaciones necesarias para adaptar paulatinamente al organismo ju­
dicial a los cambios que debe introducir dicha ley orgánica, y por ello, 
la que reseñamos contiene algunas disposiciones finales, la tercera de 
las cuales dispone, que el articulado del referido cuerpo legislativo "ha­
brá adaptarse en su contenido y sistemática al texto completo de la fu­
tura Ley Orgánica del Poder Judicial". 

a) Preceptos adicionales, además de prohibir los tribunales de honor 
en la administración de justicia, de acuerdo con lo dispuesto por el ar­
tículo 26 de la Constitución (y por ello la primera disposición final su­
primió expresamente los Tribunales de Honor creados para la magistra­
tura del trabajo por ley orgánica de 17 de octubre de 1940); dichas dis­
posiciones regulan en su mayor parte el régimen de asociación profesio­
nal de los jueces y magistrados, previsto por el artículo 127 de la propia 
Carta Fundamental. 

En tal virtud, la disposición segunda de carácter adicional fija las re­
glas a que deben sujetarse las asociaciones de jueces y magistrados, que 
deben registrarse ante el Consejo General del Poder Judicial, señalándo­
se los requisitos q.ie deben llenar los estatutos respectivos, entre ellos 
destaca el de que la estructura interna y funcionamiento deberán ser de­
mocráticos, y además, se establece el principio de que los jueces o ma­
gistrados podrán libremente afiliarse o no a asociaciones profesionales, 
las que deberán encontrarse abiertas a la incorporación de cualquier 
miembro de la carrera judicial. 

b) DÍsposiciones transitorias, que son numerosas, y establecen minu­
ciosamente varias reglas concretas sobre la competencia de los diversos 
organismos judiciales para imponer sanciones disciplinarias, así como 
los mecanismos de nombramiento de magistrados y jueces, y la adscrip­
ción de los miembros del anterior Consejo Judicial y las Inspecciones 
Central de Tribunales y General de la Magistratura del Trabajo, que se 
suprimen, todo ello en tanto se expida la futura Ley Orgánica del Poder 
Judicial, la que regulará definitivamente todos estos aspectos. 

HECTOR FIX-ZAMUDIO 
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